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REF.: PROCESONo.: 52013331002-2017-00028-00 
ACTOR: CARLOS ALBERTO ESCOBAR MORA
DEMANDADO: UNIDAD ADMINISTRATIVA DE SESTIÓN PENSIONAD
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCION SOCIAL -  L^Pr 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD V RESTABLEaMIENTO DE DERECHO

Contestación de demanda

OSCAR FERNANDO RUANO BOLAÑOS, mayor y  vecino de este municipio, identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 98'396.355 expedida en Pasto, y provisto de la Tarjeta Profesional No. 108.301 del C. S. 
de la J., obrando en mi calidad de apoderado judicial de la UNIDAD ADM INISTRATIVA ESPECIAL DE 
BESTIÓN PENSIONAD Y CONTRIBUaONES PARAFISCALES DE LA PROTECaÓN SOCIAL -  
UGPF, mediante poder general que me ha otorgado el apoderado general de la Entidad, en el proceso de 
la referencia, comedidamente llego ante el Despacho y dentro del término legal, para CONTESTAR LA 
DEMANDA DE NULIDAD Y RESTABLEaMIENTO DE DERECHO, propuesta por el seKor CARLOS 
ALBERTO ESCOBAR MORA, Q través de apoderado judicial, en ios siguientes términos:

I .  P O S ia Ó N  FRBMTE A LAS PRETENSIONES DE DECLARACTÓN Y  
DE CONDENA DE LA DEMANDA

En nombre de la U&PP, con furidamento en lo que más adelante sustentará, manifiesto que me opongo q 
que se declaren probadas todas y  cada una de las pretensiones de declaración y  de condena contenidas en 
la demanda, por carecer de fundamentos de derecho, en consecuencia, solicito respetuosamente que en la 
sentencia de fondo se exonere de toda responsabilidad a la Entidad que represento y  se declaren 
probadas todas y cada una de las excepciones que propondré en el acápite respectivo.

I I .  P O S ia O N  FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEAAANDA

Por ser susceptible de ello, el (la) demandante deberá probar todos y cada uno de los elementos tácticos 
sobre los cuales edifica las pretensiones del libelo demandatorio, por los medios probatorios idóneos y 
pedidos en la oportunidad procesal respectiva.

En virtud de lo anteriormente expuesto, me permito argüir:

DEL PRIMERO AL DÉaM O SEGUNDO: Son ciertos.

AL DÉCIMO TERCERO: No es un hecho, es\un presupuesto de derecho, mismo que ha debido expresarse 
en acápite diferente, \

AL DÉQMO CUARTO; No es un hecho, es una pretensión, misma que ha debido expresarse en acápite 
diferente. Sin embargo, no le es aplicable la línea jurisprudencial del Consejo de Estado sino de la Corte 
Constitucional, al considerarse un precedente vinculante el contendido en las Sentencias C-258 de 2013, 
SU-230 de 2015 y SU -427 de 2016, debiendo tener en cuenta aquellos factores salariales sobre los 
cuales se efectuaron aportes y enlistados en el Decreto 1158 de 1994, en tanto el actor adquirió e! status 
jurídico el día 22 de octubre de 2006.
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A L DECIM O Q U IN T O  Y  D É a M O  S D C TO : Son ciertos.

.........................................  III. R A Z O N E S  D E LA D EFBsISA

A R SU M EN TO S LEGALES

Pora analizar el caso, es preciso hacer las siguientes consideraciones de orden legal:

A . CO N  RESPECTO AL DERECHO DEL ACTO R

Que mediante !a Resolución No, 39927 ds! 31 de agosto de 2QQ7 se reconoció una pensión de vejez q 
favor del actor, en cuantía de $890.909,08, efectiva a partir del 1 de noviembre de 2006, condicionado a 
demostrar el retiro del servicio pora el disfrute de la prestación.

Que el demandante noció el día 22 de octubre de 1951 y el último cargo desempeñado fue el de TÉ C N IC O  
ÁREA DE LA SA LU D  en el Municipio de Posto -  Nariño.

Que adquirió el status de pensionado (a) el día 22 de octubre de 2006.

Que con relación a la pretensión de reliquidar la pensión con el 75% del último año de servicio y  con la 
inclusión de nuevos factores salariales tales como prima de vacaciones, prima de servicios, prima de 
navidad, bonificación por recr«ición, horas extras y cualquier otro factor, es necesario hacer las 
siguientes consideraciones:

El señor CARLOS ALBERTO ESCOBAR MORA;se perKionó con 55 años de edad, 20 años de servicio y  el 
7 5 %  del IB L , tal y  como lo indica la ley 33 de 19S5, sobre salario promedio del periodo comprendido 
durante el 1 de noviembre de 1996 y  el 30 de octubre de 2006, teniendo en cuenta como como factores 
saloriales los señalados en el Decreto 1158 de. 1994, sobre los cuales se efectuaron aportes: asignación 
básica, bonificación por servicios prestados y  prima de antigüedad.

i

De otro lado, ol examinar la norma especial solicitada, en el entendido de la aplicación del régimen 
anterior, es decir, teniendo en cuenta las Leyes 33 y 62 de 1933, se resalta que las mismas no 
consagran ios factores salariales que se pretenden con el libelo genitor y  no deben ser tenidos en 
cueñtü pues no se efectuaron aportes sobre los ntismos, adefíiás de gire no se encuentr-an enlistados 
en el becreto 1 1 ^  de 1994.

Teniendo en cuenta que el actor adquirió el status jurídico de pensionado el día 22 de octubre de 2006, 
es claro que al demandante a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, le faltaba más de un año para 
adquirir el derecho, por ende no era viable que el ingreso base de liquidación se calculara con el promedio 
de lo devengado en el último año, sino con el promedio de lo devengado en los últimos diez años o el tiempo 
que le hiciere falta.

En consecuencia de lo onterior, los actos administrativos que hoy son objeto de demando, se ajustaron o 
derecho, pues se incluyeron los factores salariales taxativamente señalados en la norma y sobre los 
cuales se efectuaron aportes.

De igual manera se debe hacer remisión especial a lo rituodo en el artículo 5 de la Ley 797 de 2003, que 
establece que en todo caso el monto de la cotización debe mantener relación directa y  proporcional al 
monto o cuantió de lo pensión.

Así mismo, se debe resaltar que el acto legislativo 01 de 2005 en su inciso sexto del artículo primero 
dispone que para la liquidación de las pensiones, solo se tendrán en cuenta aquellos factores sobre los 
cuales cada persona hubiere efectuado cotizaciones.
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De este modo, la norma está señalando sobre qué factores deben hacerse las correspondientes 
cotizaciones al sistema (que son los mismos que constituyen la base de liquidación al momento de 
reconocerse la respectivo pensión), no permitiendo salirse del marco establecido en la misma, so pena de 
estar frente a descuentos ilegales. En este sentido, se pronunció el Consejo de Estado en sentencia del 
20 de septiembre de 2007, radicación No. 08001-23-31-000-2000-01858-01 (7873-05) MP Alejandro 
Ordoñez Mal donad o, manifestando lo siguiente: (...)

Además, no deben tenerse en cuenta como base de liquidación todos los factores salariales devengados 
por el accionante, durante el año en el cual adquirió el estatus de pensionado, sino únicamente aquellos 
factores sobre los cuales realizó aportes, ello en aplicación de la Sentencia C -  2S8 de 2013. S U -2 3 0  
de 2015 y S U -4 2 7  de 2G16, proferidas por la H. Corte Constitucional- Se encuentra que 
efectivamente, el demandante devengó algunos de los factores salariales reclamados.- No obstante, 
respecto de ellos no obra prueba de aportes o cotizaciones al sistema, motivo por el cual no hay lugar a 
ser considerados a efectos del reconocimiento del monto de su pensión.

B. APU CAaÓ N  DE LA S EN TEN aA  C- 258 DE 2013, PROFERIDA POR LA H. CORTE 
CO N STITU aO N AL.

En atención q la naturaleza del proceso sometido a conocimiento de la Señora Juez, en el cual, la 
controversia versa sobre el reconocimiento de la pensión de la demandante, cobijada por el régimen de 
transición, se solicita, muy respetuosamente acudir al criterio expuesto por la H. Corte Constitucional, en 
sentencia C - 258 de 2013, con ponencia del Dr. José Ignacio Preteit Chaijub.

Nótese que en la providencia en cita se emite un imperativo, que como tal es de ineludible cumplimiento, 
cuyo fundamento radica en la aplicación de un criterio general, consistente en que el monto de las 
mesadas pensiónales corresponderó única y exclusivamente a los factores salariales efectivamente 
cotizados. Y  tal criterio, encuentra asidero en los principios de eficiencia, solidaridad y  univerailidad del 
sistema de seguridod social integral', que sirvieron de fundamento poro lo H. Corte Constituciono!, para 
emitir su decisión.

De esta forma, se debe estimar que el criterio jurisprudencial expuesto debe ser aplicado a aquellos 
casos en los cuales se discuta el monto pensionQl de servidores públicos beneficiarios del régimen de 
transición, como quiera que lo que se procura, es velar por la sostenibilidad y equilibrio financiero del 
sistemo de seguridad social integral, aplicando uria regla común, sin distinción o excepción alguno, en 
donde el monto de la pensión corresponderá a lo que efectivamente se aportó al sistema.

Ahora bien, no se desconoce que el pronunciamiento de la H. Corte Constitucional que ahora se acoge, 
alude particularmente a las pensiones "más altas" y  mós específicamente, a los percibidas por 
Congresistas y  Magistrados de Altas Corporaciones. No obstante, ello no impide que sus efectos se 
extiendan a otros casos, en tanto consultando ai espíritu de las normas que le sirvieron de fundamento, 
así como a los principios generales antes citados, es preciso adoptar medidas encaminadas a salvaguardar 
los recursos que serón a la postre los empleados para el reconocimiento y  pago dé las pensiones, siendo lo

 ̂ L E Y  100 D E 1993. AR U CD LO . Z"- Ptme^ias:. El servicio pública esencial de segundad social se prestará con st^eción a los principios de eficiencia, 
imiversdidad, solidaridad, integralídad, unidad y  parácipación: a) Eficiencia. Es la mejor utilización social y  económica de los recursos administrativos, 
técnicos y  financieros disponiblé'spara que los beneficios a que da derecha la seguridad social sean prestados en jbrm a adecuada, oportuna y  suficierte; b) 
UrtiversaUdad. Es la garantía de la protección para todas las personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas de la vida; c) Soltdaiidád. Es la 

práctica de la mutua ayuda entre las personas, las generaciaies, los sectores eccmámicos, las regiones y  las comunidades bajo el principio d d  más fiterte 
hacia el más débiL
Es deber d d  Estada garantizar la solidaridad en d  súnema de seguridad social mediante su panidpación, control y  dirección del mismo. Los recursos 
provenientes d d  erario público en el sist&na de seguridad se aplicarán siempre a los grupos depoblariónmásvtinercdiles; d) Integralidad. Es la cobertura 
de todas las contíngen/áas que. afectan la salud, la crntacídad económica y  en general las condiciones de vida de toda la población. Para este efecto cada 
quien contribuirá según su  ccqjacidady recibirá lo necesario para atender sus contingencias amparadas po r  esta ley; e) Unidad. Es la arüculaciát de 
políticas, úistítuciones, regímenes, procedimientos y  prestacim es para alcanzarlos fines de la seguridad socio/, y  f )  Participación. Es la intervención de la 
comunidad a través de los beneficiarios de la se¿irídad social en la organización, central, gestión y  fiscahzaciórr de las in ^ tu d o n e sy  del sistema en su 
conjunto.
PASAGRAFO.-La seg^iridad social se descsroilará enformaprogresiva, co» el objeta de amparar a la población y  la calidad de vida.
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más equitativo, reconocer el monto de la pensión en proporción directa a lo real y efectivamente cotizado 
por el trabajador.

Por su parte, el artículo 10 la Ley 1437 de 2011, impone el deber de aplicación uniforme de las normas y 
la jurisprudencia, en los siguiente? términos;

"Ai resolver los asuntos de su competencia, las autoridades aplicarán las disposiciones constitucionales, legales y  reglamentarias de 
manera uniforme a situaciones gue tengan los mismos supuestos fdeticos /jurídicos. Con este propósito, af adoptar las decisiones de su 
competencia, deberán tener en cuenta las sentencias de unificación jurisprudencial del Consejo de Estado, en las que se interpreten y  
apliquen dichas normas".

Esta disposición fue objeto de análisis de constitucionaiidad, en sentencia C - 816 de 2011, en donde la H. 
Corte Constitucional, con ponencia del Dr. Mauricio Conzález Cuervo, declaró la exequibilidad 
condicionada de la norma, en el entendido que se aplicarán de manera preferente las scntencios de 
constitucionaiidad proferidas por la H. Corte Constitucional,

De este modo, nada obsta para que la Señora Juez acoja para el sub lite los criterios expuestos en la 
sentencia C - 258 de 2013, en el sentido de disponer la reliquidación de las mesadas pensiónales sólo 
frente a los factores salariales que efectivamente cotizó el actor.

Ahora, la aplicación preferente de las sentencias de constitucionaiidad de la Corte Constitucional se abre 
paso, con mayor razón, cuando frente al tema del IB L  existen criterios dispares entre la jurisprudencia 
del Consejo de Estado y de la Corte Suprema de Justicia- Sala de Casación Labora!. En efecto, mientras 
el Consejo de Estado Sección Segunda, en Sentencia del 4de agosto de 2010, expediente No. 2006-7500 
M.P Víctor Hernando Aivarado Ardila, aboga por la inclusión de todos los factores salariales devengados 
por el trabajador, la Corte Suprema de Justicia -Sala de Casación Laboral- sostiene que en el Régimen de 
Transición el IB L  se calcula con base en lo Ley 100 de 1993, a voces del A rt. 36 y  concordantes (regla 
general -  promedio de los últimos diez artos). Tal criterio puede verse reiterado en la sentencia del 3 de 
julio de 2015, 5L407-2015, Exp. 44207, demandante Sergio Becerra Moreno Vs. 155, M.P Conos Ernesto 
Molina Monsalve.

C. S O L ia T U D  DE A P U C A a Ó N  DE LA S E N T E N a A  SU -230/15

LA CORTE CONFIRMO LA NEGACION DE UNA ACCION DE TUTELA PROPUESTA CONTRA LA SALA 
LABORAL DE LA CORTE SUPREMA DE JU S TIC IA , AL NO ENCONTRAR CONFIGURADAS EN EL FALLO 
ATACADO, CAUSALES CONDUCENTES A SU CONCESIÓN

IV . EXPEDIENTE T-3.558.256 -  SEN TEN aA SU-230/15 (abril 29) M. P. Jorge Preteit Chaljub 
La Sala Plena estudió la acción de tutela interpuesta por el señor Salomón Cicerón Quintero Rodríguez en 
contra de la Salo de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y e! Banco Popular S.A., por 
considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso, a la seguridad social y 
al mínimo vital, al ordenar que la liquidación de su mesada pensional se realizara con base en el promedio 
de los salarios devengados durante los últimos 10 anos (Ley 100 de 1993, artículo 36), y  no teniendo en 
cuenta el promedio de los salarios devengados en el último año (artículo 1® Ley 33 de 1985), como, según 
el actor, correspondía.

El actor señaló que su empleador, así como los jueces laborales, aplicaron indebidamente el artículo 36 de 
la Ley 100 de 1993 incisos 2® y 3°, el artículo 1® de la Ley 33 de 1985, 1° de la Ley 62 de 1985, artículo 
27 de! Decreto 3135 de 1968, y artículos 68 y  75 del Decreto 1848 de 1969, pues su pensión debía ser 
liquidada teniendo en cuenta el 75% del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el 
último año de servicio en el que se incluyen todos los factores salariales. Alegó que el régimen de 
transición dei artículo 36 de la Ley 100 conservó para sus beneficiarios lo aplicación de la norma anterior, 
en lo relativo a edad, tiempo de servicios y  monto de la prestación, pero no en lo relacionado con el 
ingreso base de liquidación.
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A este respecto la Sala Plena encontró que la sentencia C-258 de 2013 fijó una interpretación en 
abstracto del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 en el sentido de establecer que el ingreso base de 
liquidación IB L  no es un aspecto de la transición y, por tanto, son las reglas contenidas en aquél régimen 
general, las que deben observorse paro determinar el monto pensional con independencia del régimen 
especial a! que se pertenezai. De otro lodo, resoltó que me-diante auto A-326 de 2014, por el cual se 
resolvió la solicitud de nulidad de la sentencia T -0 7 8  del mismo ario, la Sala reafirmó la interpretación 
sobre el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 establecida en el referido fallo C-258 de 2013, en el que por 
primera vez la Sala analizó el IB L, en el sentido en que, el modo de promediar la base de liquidación no 
puede ser la estipulada en la legislación anterior, en razón a que el régimen de transición solo comprende 
los conceptos de edad, monto y  semanas de cotización y excluye el promedio de liquidación.

Por tanto, concluyó que en el caso del actor no hubo vulneración de su derecho al debido proceso, pues no 
se estructuró el defecto sustantivo alegado, ya que si bien existía un precedente Jurisprudencial que 
seguían las Solas de Revisión para resolver problemas Jurídicos como el que ahora el actor pone a 
consideración de la Corte, lo cleH'o es que esa postura cambió a partir de los recientes pronunciamientos 
de la Sala Pleno, que fijan un precedente interpretativo sobre el alcance de los incisos 2 y  3 del artículo 
36 de la Ley 100 de 1993.

Con base en lo anterior, la Sala resolvió confirmar la sentencia de segunda instancia, que denegó lo tutela 
interpuesta por el actor contra la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia y  el Banco Popular.

Señora Juez, para expresar que en la sentencia SU-230 de abril 29 de 2015, dentro del expediente T -  
3.558.256, MP Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaijub. la Corte Constitucional reitera la interpretación 
correcta del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que establece el régimen de transición, y  ratifica la 
posición que tanto la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia como la mismo Corte Constitucional -  
en sentencias C-258/13, T-892/13 y T-078/14- han tenido al respecto, y  que soporta la posición asumida 
por la Entidad: que las mesadas en régimen de transición se liquidan con edad, tiempo en 
cotizccicnes y  morTlo del régimen cntertor que se aplica ultractívaínenfe, eiitendiendo ítíGmIu unicu y 
exclusivamente como tasa de reemplazo, pero que período de liquidación y factores, es decir, él 
edículo del IB L , se hace con las reglas contenidas en 1a propia ley 100 de 1993.

Esta sentencia, por ser de unificación de la Corte Constitucional donde Interpreta directamente una 
norma legal, prevalece sobre las decisiones del Consejo de Estado, incluso sobre sus sentencias de 
Unificación, según Ib establecido en las sentencias C -6 34/11, C-816/11 y  C-588/12, éstas de efectos erga 
omnes y de cosa Juzgada constitucional.

D. A P U C A a Ó N  S E N TE N C IA  SU -427/16

Por su parte, medíante Sentencia S U -427/16 de fecha 11 de agosto de 2016, proferida por la Sala Plena 
de la Corte Constitucional, M.P. L U IS  GUILLERM O GUERRERO PÉREZ, dentro del trámite de revisión de 
los fallos expedidos por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, el 25.de junio de 
2015, y  por la Sala de Decisión de Tutelas No. 1 de la Sala de Casación Penal de la mencionada 
Corporación, el 3 de septiembre de 2015, dentro del proceso de tutelo de lo referencia: Expediente T -  
5.161.230, dispuso D EJA R  S IN  EFECTO S las sentencias proferidas por el Juzgado 16 Laboral del 
Circuito de Medellín, el 12 de septiembre de 2007, y  por la SqIq de Decisión Laboro! del Tribunal 
Sup&'ior del Distrito Judicial de la misma ciudad, el 13 de Junio de 2008, dentro del proceso laboral 
iniciado por Mario Margarita Aguilor Álzate contra la Caja Nacional de Previsión Social -Cajanal EICE-, 
mismas que habían condenado a la Entidad, y DISPUSO que la UGPP, en el término de 15 días contados a 
partir de la notificación de dicha providencia, reliqutde la pensión reconocida a María Margarita Aguilar 
Alzate teniendo como ingreso base de liquidación el promedio de los ingresos percibidos por la afiliada en 
los diez últimos años de servicio, incluyendo lo¿ factores salariales sobre los cuales se realizaron 
efectivamente cotizaciones y DECLARO que la Sala Plena de la Corte Constitucional unifica su 
Jurisprudencia con la adopción de las siguientes reglas, que constituyen precedente para los operadores
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jurídicos;

(a ) La Unidad Administrativa Especial de Gestítfn Pensiofíal y  Contribuciones P a ra fisca ^ de la fi'oteccidn Social ~USPP~ 
está legitimada para acudir ante la Corte Suprema o el Consejo de Estado, según corresponda, e interponer e! recurso de 
revisión previsto en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, con el propósifá de cuestionar las decisiones judiciales en las 
cuales se haya incurrido en un abusa del derecho, en el entendido de <jue el término de caducidad de cinco años de dicho 
mecanismo no podrá contabilizarse desde antes del 12 de junio de 2013, fecha en la cual dicha entidad asumid la defensa 
judicial de los asuntos que tenía a cargo la Cqja Nacional de Previsión Social -Cajanal E IC E -.

(b ) Ante la existencia de dicho recurso de revisión, en principio, las acciones de tutela interpuestas por la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensiona! y  Contribuciones Parafiscaies de la Protección Social -UGPP- contra 
providencias judiciales en las que presuntamente se incurrió en un abuso del derecho en el reconocimiento y/o liquidación de 
ana prestación periódica son improcedentes, salvo en aquellos casos en los que de manera palmaria se evidencie ¡a 
ocurrencia de dicha irregularidad.

(c ) En caso de verificarse la configuración de un douso del derecho, el juez constitucional deberá dejar sin efectos las 
providencias judiciales que avalaron el mismo, y  disponer que se reajuste ¡a prestación conforme al ordenamiento jurídico 
constitucional. Sin embargo, deberá {divertirle a la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensiona! y  Contribuciones 
Porafiscdes de la Protección Social -UGPP- que los efectos de la disminución en el monto de la prestación no regirán de 
manera inmediata, sino que los mismos entraran a regir luego de trascurridos seis meses contados a partir de la 
notificación de la resolución que se expedida por la entidad demandante en cumplimiento de ¡a respectiva providencia de 
tutela, así como que no habrá lugar ai reintegro de sumas de dinero ya percibidas.

En dicha sentencia la Corte evidencia que no se expidió una ley que desarrolle si la acción de tutela es 
procedente pora revisar las prestaciones reconocidas con abuso del derecho, por lo que se ha acudido ai 
instrumento contemplado en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003 como vía pora la revisión de los 
pensiones reconocidas mediante providencias judiciales en las hipótesis de abuso del derecho, tal y  como 
se dispuso en la Sentencia C-258 de 2013^.

Finalmente, la Sala consideró que las autoridades demandadas en las providencias cuestionadas 
efectivamente incurrieron en un defecto sustantivo, por cuanto:

(i) /iAúPfa M<r5apita ^uilor Alzate en razón a su edad y tiempo de servicio es beneficiaría dd raimen de transición, por lo <{ue 
su pensión de vejez de conformidad con el artículo 36 de lo Ley 100 de 1993, debe reconocerse <̂ t!cando el raimen 
prestdcional de la ftoma Judicial (Decreto b4ó de 1971) pero sob en b rdocionodo con bs requisitos de edad, tiempo de 
servicios y tosa de reemplazo, excluyendo el ingreso base de liquidación’ .

E. EX P ED IEN TE T-3358903A C  -  S E N T E N a A  S U -395/17 (Junio 22) M.P. Luis Guillermo 
Guerrero Pérez. La Sala Plena de la Corte Constitucional se pronunció en relación con cinco 
acciones de tutela promovidas en su momento por lo Caja Nocional de Previsión Social -Cajanal 
E.I.C.E liquidado-, el Instituto de Seguros Sociales -I.5 .S , liquidado- y  varios ciudadanos, contra 
el Consejo de Estado, -Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda-, a propósito de 
las decisiones adoptadas por ésa corporación judicial, en el marco de procesos de nulidad y 
restablecimiento del derecho, de ordenar que, para efectos de determinar la base de liquidación 
en el régimen de transición de los pensiones de vejez y de jubilación, debía tomarse en cuenta el 
promedio de la totalidad de factores constitutivos de salario devengados durante e! último año 
de servicios, previstos en regímenes especiales anteriores a la Ley 100 de 1993.

En ese contexto, se planteó la existencia de tres problemas jurídicos relevantes que debían dilucidarse 
conforme a las especificidades ofrecidas en cada uno de los casos concretos. En primer lugar, le 
correspondió precisar si la bonificación especial o quinquenio como factor salarial pora funcionarios de la 
Contraioría Seneral de la República debía computarse en su totalidad o de forma proporcional como base

 ̂M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljnb. En dicha providencia se señaló que “ejíe procedim ento fu e  diseñado para otras causales y  fue  
adoptado antes de 2005. Por lo t¿into, no constituye el desarrollo del mandato contenido en el Acto Legislativo, Sin embargo, en 
üusericia de loi vehículo legal especifico, para edta hipótesis se dará aplicación a los artículos 19y  20 de dicha ley. El primero, p>ara las 
pensiones recoiuocidas exclusivamente p or vía admifástrativíL El segundo, para las pensiones reconocidas en cumplimiento de una 
sentencia Judicial sobre el alcance del derecho a la pensión, el derecho a la  igualdad u otra derecho atinente al alcance dsl derecho 
pensíonal del interesado, na simplemente sobre el derecho de petición ."

 ̂Cfr. SentenciaT-078 de 2014 (M.P. Mauricio González Cuervo).
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integrante del monto pensionaL En segundo término, identificó lo necesidad de referirse al ingreso base 
de liquidación (IB L ) y si tal concepto debía incluirse o no dentro de los pardmetros aplicables al 
reconocimiento de las pensiones regidas por normas anteriores a la Ley 100 de 1993 en virtud del régimen 
de transición. En tercer y  último lugar, debió establecer sí el régimen de transición pensional permitía la 
aplicación de! concepto de monto pensional del régimen especial anterior con la inclusión de !o. totalidad 
de los factores salariales devengados en el último año de servicios.

Examinadas estas aproximaciones en contraste con la jurisprudencia constitucional elaborada en la 
materia, la Sala Plena consideró en términos generales que, de conformidad con lo decidido en las 
Sentencias C-168 de 1995 y  C-258 de 2013, a los beneficiarios del régimen de transición se les debe 
aplicar el ingreso base de itquidúeión (iB L ) establecido en el artículo 21 y  el inciso 3° del artículo 36 de la 
Ley loo de 1993, es decir, el que corresponde ai promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha 
cotizado el afiliado durante los diez años anteriores al reconocimiento pensional, debido a que es la 
interpretación normativa que mejor se ajusta a los principios constitucionales de equidad, eficiencia y  
solidaridad del artículo 48 Superior, a la cláusula de Estado Social de Derecho, y  que evita los posibles 
casos de evasión y  fraude al sistema. En ese contexto, resaltó que la liquidación de pensiones de 
regímenes especiales no puede incluir todos los factores salariales, en tanto solo deben incorporarse 
aquellos que sean directamente remunerativos del servicio sobre los cuales los beneficiarios hayan 
realizado los correspondientes aportes. Interpretación que, según pudo constatarse, ha sido reafirmada 
por la propia Corte Constitucional en los providencias T-0 7 8  de 2014, A -326 de 2014, SU-230 de 2015, 
T -0 6 0  de 2016, SU-427 de 2016 y  SU-210 de 2017, en las que se ha dejado en claro que el modo de 
promediar lo base de liquidación no puede ser la estipulada en ia legislación anterior, en razón a que el 
régimen de transición solo comprende los conceptos de edad, monto y semanas de cotización y excluye el 
ingreso base de liquidación.

De manera pues que, con base en tales reglas, concluyó que la autoridad judicial accionada, por medio de 
las providencias objeto de reproche, había incurrido en un defecto sustantivo y  en vulneración directa de 
la Constitución, no solo por cuanto la bonificación especia! o quinquenio debía calcularse 
proporcionalmente pora efectos de determinar la base de liquidación pensiona! (expedientes T-3358903 
y T-3364917), sino porque el ingreso base de liquidación no podía ser incluido junto con la edad, ei tiempo 
de servicios cotizados n¡ la tasa de reemplazo, como parte de los beneficios ofrecidos por el régimen 
especial aplicable (T-3358979), así como tampoco podía entenderse que los conceptos monto pensional o 
tasa de reemplazo fuesen equivalentes al ingreso base de liquidación, pues éste último corresponde a los 
salarios devengados por el trabajador o a la base sobre la cual ha efectuado sus aportes al sistema, 
además de que el periodo por liquidor es el tiempo faltante al afiliado para adquirir el derecho, esto es, el 
transcurrido entre la fecha de vigencia de la Ley 100 de 1993 y la fecha en que se adquirió el derecho a 
la pensión, o el promedio de los 10 años anteriores a la fecha de su adquisición, actualizado anualmente 
con el índice de precios al consumidor certificado por el DAÑE (expediente T-3364831).

F. CONTRADICaÓN JURISPRUDENCTAL AL INTERIOR DEL CONSEJO DE ESTADO: FALTA 
DE SESURIDAD JURÍDICA POR PARTE DEL JUEZ CONTENCTOSO

En primer lugar, resáltese que así el H. Consejo de Estado -  Sección Segunda, reitere por segunda vez su 
precedente sobre la aplicación del régimen de transición, dicha condición C U A N T IT A T IV A  no hace de 
ese precedente un elemento PREFERENTE, porque precisamente esa condición se encontraba reglada en 
su momento por el artículo 114 de la Ley 1395 de 2010 que determinaba la suficiencia de 5 sentencias en 
igual sentido para constituir un precedente en material pensional -entre otras materias-, siendo derogada 
dicha regla legal a través del artículo 309 de la Ley 1437 de 2011, estableciendo esta última disposición -  
vigente-, un componente meramente C A U A L TTA TIV O  del precedente jurisprudencial.

Lo anterior, es sin perjuicio del alcance preferente del precedente constitucional fijado en la Sentencia 
C-539 de 2011 al declarar la Corte Constitucional la exequíbiiidad condicionada dei artículo 10 de la
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citada Ley 1437 de 2011, es decir, que por encima de los precedentes jurisprudenciales expedidos por el 
Consejo de Estado, se sobreponen los de la Corte Constitucional en palabras de dicha Corte.

En segundo lugar. La Defensa resalta que incluso al interior del Consejo de Estado tampoco existe 
uniformidad para acoger en forma preferente e! precedente jurisprudencial fijado er. !a sentencia 
fechada 25 de febrero de 2016 que reitera el precedente determinado desde la sentencia del 04 de 
agosto de 2010, pues la Sección Quinta de esa misma Corporación q través de fallos de tutela dictados, 
uno ei mismo día del fallo de la sección segunda, y otros en forma posterior a la fecha de expedición de la 
sentencia de unificación proferida por la Sección Segunda del 25 de febrero de 2016, ha optado, en 
forma correcta, por la aplicación preferente del precedente constitucional definido en la Sentencia SU- 
250 de 2015. así:

Fallos del Consejo de Estado -  Sección Quinta, que en instancia de tutela, hocen prevalecer el 
precedente jurisprudencial definido por la Corte Constitucional consignado en lo sentencia S U - 230 
de 2015, para casos de empleados públicos:

□  Sentencia de tutela primera instancia de 25 de febrero de 2016. Acción de tutela de 
Pensiones Antíoquia contra el Tribunal Administrativo de Antioquia:

“Lo expuesta, permite, señalar que ej defecto que se alega en ei presente asunta es eJ referida al desconocimiento deJ 
precedente. En este caso, ei que, según Pensiones de Antioquia, fijo ía Corte Constitucional, entre otras, en ¡as sentencias 
S U -2 3 0  de 2015 y  C-258 de 2013.

i-/
Es asi como en posteriores decisioms, fa Corte Constitucionaí tuvo en cuenta esa regla pora señaiar que ei ingreso base de 
liquidación deber ser ei fijado de conformidad con el inciso 3° del artículo 36 de ¡a Ley 100 de 1993// Igualmente, en fa 
Sentencia 5 U  - 230 de 2015... en sede de control abstracto de constitucionalidad, adoptó una interpretación seAre la 
aplicación integral del régimen especial de los beneficiarios del régimen de transición e Interpretó h  regla a seguir 
sobre el IB L , estableciendo que este no era un aspecto sujeto a transición y, por tanto, existe sujeción sobre esta 
materia a ¡o dispuesto en el artículo 36 de ía ley lOO.Tal como fue advertido por fa Sala Plena mediante Auto No. 326 de 
2014...
(...)

En ese sentido, cuando la Corte Constitucional fija el alcance de una norma constitucional, en el caso del control abstracto de 
constitucional o determina el alcance de un derveho constiüicionaf fundamental, en ejercicio de su función de revisión de 
las acciones de tutela, sus decisiones pasan a formar parte de las fuentes del derecho y, por ende, vinculan a todos los 
jueces.
(...) “En consecuencia, la Sección debe indicar que cairbia así su postura sobre ía materia y  entiende que fren te  o 

criterios o posturas divergentes entre ía Corte Constítucianal y  otra Alta Corporación, han de prevalecer los del 
Tribuno/ Constitucional, contenidos únicamente en sentencias de constitucionalidad y  de unificación en tutela, 
siempre que la ratio decidendi se aplique al caso concreto y, por tanto, su desconocimiento configura el defecto de 
violación de! precedente"
(...)

En este estado, Se hace necesario precisar que ¡as sentencias proferidas en primera y  segunda instancia dentro del proceso 
de nulidad y  restablecimiento del derecho adelantado por el señor Sierra Chaverra, se dictaron con posterioridad a la 
Sentencia S U -2 3 0  de 2015, esto es, el 25  de mayo y  el 25 de noviembre de 2015 respectivamente" fSs resalta)

Nota " U6PP: En esta sentencia de tutela proferida por la Sección Quinta del Consejo de Estado, esta 
Corporación reconoce la existencia del precedente constitucional respecto del IB L  aplicable a empleados 
públicos sujetos al régimen de transición, contraria q la interpretación fijada por los señores 
Representantes del Ministerio Público a través de la Circular Conjunta No, 0004 de 2016 al indicar que 
pora dicha Corporación no existe precedente expedida por Iq Corte Constitucional en tal sentido.

□  La sentencia de tutela , de segunda Instancia del 21 de abril de 2016 
Acción de UGPP contra Tribunal Administrativo de Bolívar, acepta el precedente de la 5 U  230 de 
2015 y  para ello sustenta su fallo con el mismo argumento que el anterior.

□  Sentencia de tutela segunda instando de 05 de mayo de 2016. Acción de tutela de María Elisa 
Morales Zorrillo contra Tribunal Administrativo de Cundinomorca y  U6PP:
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"Ffi ese orden, concíuye la Sala que debe revocarse la decisión proferida por la Sección Cuarta y  en su lugar riegar ¡as pretéñsiones de la 
demanda, atendiendo a que la decisión proferida por la autoridad judicial acusada no comporta una vulneración de los derechos 
fundamentales alegados por la actora, toda vez que ante ¡a efóstencla de un criterio divergente entre la Corte Constitucional y  la 
Sección Segunda del Consejo de Estado, debía prevalecer el  de! Tribunal Constitucional cor e sta r. contenido en la Sentencia de 
Unificación 230 de 2015 cuya ratio decidendi. indica que IB L  aplicable a los regímenes de transición es el del artículo 36 de la Lev 100 
de í99 3"(Se resalta)

Nota -  USPP: Nuevamente la Sección Quinta-Consejo de Estado, reitera la existencia del precedente 
Jurisprudencial constitucional derivado de la Sentencia SU 230 de 2015 aplicable igualmente a empleados 
públicos.

^ ^or lu iiiueriCi i^ue, el inierior de! propio Consejo de Estado no existe uni^Oí insdad sobre la apíicGCícn 
preferente del precedente jurisprudencial definido por la Sección Segundo de esta Corporación en 
materia pensional, pues la Sección Quinta de la misma, decide aplicar, conforme a derecho, el precedente 
■jurisprudencial constitucional que define en abstracto el régimen de transición, incluso para los 
empleados públicos: luego no entiende la USPP cómo en la Circular Conjunta No. 004 de 2016, se niega la 
existencia del precedente jurisprudencial constitucional, que Secciones del Consejo de Estado, aún hoy, 
siguen reconociendo.

Del mismo modo, tampoco La Unidad entiende cómo en la aludida circular, se da por cerrado el debate de 
interpretación judicial sobre esta materia pensional, cuando )a Sección Segunda del Consejo de Estado a 
■través del fallo de unificación del 25 de febrero de 2016, redamó la oportunidad de ser oída ante la 
Corte Constitucional, lo cual se entiende que es posible en eventual revisión, den'Iro del trámite de una 
acción de tutela presentada por la U&PP; acción de tutela que se encuentra radicada y actualmente está 
en trámite de primera instancia ante la Sección Cuarta de la misma Corporación Contenciosa.

En conclusión:

Lq Unidad, atendiendo el requerimiento de revisión de las directrices de ia Ü&PP frente a la aplicación de 
los fallos contenciosos administrativos, según requerimiento de los seríores Representantes del 
Ministerio Público a través de la Circular Conjunta No. 004 de 12 de abril de 2016, y después de 
efectuado un juicioso análisis jurídico para determinor la existencia o no del precedente jurisprudencial 
constitucional respecto del régimen de -transición pensional aplicable a los empleados públicos y 
trabajadores oficiales;. La Unidad concluye que este precedente existe y  está vigente, 
independientemente del régimen pensional aplicable.

Por lo anterior, respetuosamente manifestamos que, hasta tanto la Corte Constitucional no fije en forma 
preferente y  vinculante, una excepción o modificación a su precedente jurisprudencial que actualmente 
determina las reglas generales, abstractas e interpretativos respecto del modo de liquidación del 
Ingreso Base de Liquidación Pensior^i! para las personas sujetas a! régimen de •transición, aplicable incluso 
a los empleados públicos; La UCPP tiene el deber de aplicar y hacer valer, por vía administrativa y  en su 
defensa judicial, como en efecto acontece, las reglas pensiónales consignadas en las Sentencias C-258 
de 2013, SU-230-2015, T -0 7 8 - 2014 y  el Auto No. 326-2014 proferidos por !a Corte Constitucional, que 
se tornan preferentes respecto de las sentencias dictadas el 04 de agosto de 2010 y el 25 de febrero 
de 2016 por la Sección Segunda del Consejo de Estado; so pena de quedar incursos los servidores de la 
UCPP, en ¡a violación dei precedente jurisprudencial constitucional, y  por ende, expuestos a posibles 
sanciones disciplinarias, fiscales y penales, como lo tiene establecido la Corte Constitucional.

O B U ^ A T O K IE D A D  DE LA JU R IS P R U D E N a A  C O N S T IT U a O N A L  v A P U C A a Ó N  DE LA
E X T E N S IÓ N  DE JU R IS P R U D E N a A

De manera que para mí representada no es opcional el reconocimiento y  aplicación de la jurisprudencia de 
la Corte Constitucional por cuanto este es el órgano de cierre de la jurisdicción constitucional y por
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tanto, sus determinaciones resultan ser fuente de derecho para las autoridades y  los particulares cuando 
a través de sus competencias constitucionales establece interpretaciones vinculantes de los preceptos de 
la Carta,

Todo ello atendiendo o nue las normas de cualquier tipo deben estar sujetas y respetar las normas de tipo 
constitucional, guardando la armonía del sistema jurídico, lo cual implica el respeto por la seguridad 
jurídica que debe tener los asociados.

Así las cosas, es valido y  pertinente, por parte de mi representada, el apartarse del precedente del 
Consejo de Estado en relación a la aplicación del régimen de transición consagrado en el art 36 de la ley 
100 de 1993 por los pronuneiümiento interpretativos que ha realizado ia Corte Constitucionai y porque !q 
figura de la extensión de jurisprudencia que trajo como novedad el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo contempla la posibilidad de apartarse de la misma, 
siempre y  cuando no se den los presupuestos para ello o incluso cuando la entidad considere que la 
interpretación es errada.

Para el presente caso, la Corte Constitucional ha dado una interpretación a la aplicación correcto del 
régimen de transición y no es de opcional aplicación para mi representada.

Entonces, acogiendo el precedente vertical de la H. Corte Constitucional en la sentencio de unificación 
referendada, no queda más sino denegar las pretensiones de la demanda en razón a que el IB L  (la base de 
liquidación) no puede tomarse con base en la legislación anterior, sino acorde al régimen general de 
pensiones, tal como lo hizo la entidad demandada en los actos acusados.

Además, se debe resaltar;

1. El carácter prevalente, preferente y  vinculante de las sentencias de Unificación de la Corte 
Constitucional, el cual no puede ser desconocido por la Unidad.

2. En caso de controversia entre dos precedentes emitidos por Cortes diferentes, es obligatorio 
paro la Unidad acoger y aplicar el emitido por la Corte Constitucional, que es o quien la 
Constitución ie ha conferido la competencia para salvaguardar la misma. Sobre este aspecto en 
Iq sentencia C-634 de 2011, la Corte Constitucional prescribió:

"tanto en ejercicio def control concreto como abstracto de constitudanafidad, hacen tránsito a cosa juzgada y  tienen fuerza vinculante, 
tanto en su parte resolutiva (erga otrmes en el caso de ¡os fallos de control de constituchnclidad de leyes, e ínter partes para los fallos 
de revisián de tutela) y, en ambos casos, las consideraciones de la ratio decidendi, tienen fuerza vinculante para todas las autoridades 
públicas. Esto en razón de la jerarquía de sistema de fuentes formales de derecho y  el principio de s¡^ren:acía corstitucional, que 
obligan a la aplicación preferente de las disposiciones de la Carta Política y, en consecuencia, de los contenidos normativos identificados 
por la jurisprudertcia constitucional, en ejercicio de su Idoor de intérprete autorizado del Texto Superior," Yen sentencia C-816 del 1“ 
cíe noviembre de 20Í1, la misma corporación concluyó que su jurisprudencia "en materia de interpretación de ia Constituctárt y  ios 
derechos fundamentales, tiene preeminencia en relación con la Jurisprudencia de ios órganos Judiciales de cierre de /as 
diferentes Jurisdicciones, dada la supremacía de la Constitución sobre ¡a nartnaiividad resíoirte del sistema Jurídico y  las 
competencias constítucionaíes de ia Corte."

3. El desconocimiento de Ja ratio decidendi expresada en el precedente de las sentencia C-258 de 
2013 y SU 230 de 2015, no puede ser desconocido por las autoridades administrativas (v.gr, 
U&PP), porque en ellos se fija los argumentos jurídicos para resolver casos similares y  respetar 
otro principio de raigambre constitucional como es el derecho a la igualdad.

4. En la SU  230 de 2015, ia Corte aclaró que son tres los parámetros aplicables al reconocimiento 
de las pensiones regidas por normas anteriores a la Ley 100 de 1993, los que ha saber 
constituyen el régimen de transición, a saber, i) ia edad para consolidar el acceso al beneficio 
prestacional, ii) el tiempo de servicio o el tiempo cotizado y, iii) el monto de la misma. El IB L  y  
ios factores salariales a tener en cuenta paro calcular el monto, se rigen por las disposiciones de 
la Ley 100 de 1993,
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5. Principio de igualdad. Frente a este principio el Consejo de Esi'ado en lo sentencia que hoy se 
analiza seríala que ”Z-a variación in te rp re ta tiva  que p re te n d e  in tro d u c ir  h  sentencia  S u -2 3 0  de  2015, s i s e  

acogiera p o r el Consejo de  Estado, a fe cta ría  e l d erech o  a la igualdad de  los ciudadanos b e n e fic ia rio s  de l 

régim en de transición que tiericn sus pensiones pendientes de  decisiones ju d ic ia le s  o adm inistrativas, y  que 

co nstituyen  un núm ero significativam ente m enor de  quienes se  han ber,eficiado de  la fo rm a  tradicional d e  

liquidación (e s  d ec ir, aplicando la to ta lid a d  del régim en a n te r io r , ta n to  en p o rc en ta je , IBL y  f a c to re s  
sa lariales), dada la inm inente finalización d e l régim en de  trariS/ción pertsrámi.

Se debe cu'gumentar que el principio de igualdad afectaría un número mayor de ciudadanos si aplicáramos 
la decisión del Consejo de Estado, toda vez que las entidades reconocedoras de pensiones en vía 
administrativa no dan aplicación al cálculo del IB L , de la manera como lo sePíala e! órgano de cierre 
administrativo, por tanto, las personas que reamente acceden a este beneficio son quienes acuden a la 
jurisdicción a través de una demanda.

6. La posición asumida por la Corte Constitucional en lo Sentencia SU 230 de 2015, sí está 
protegiendo de manera general el principio de igualdad, habida cuenta que al fijar su precedente 
no hü hecho ninguna discriminación frente a la aplicación del régimen de transición, en el 
entendido de que independientemente de lo jurisdicción que conozco ei caso pensional, la norma 
aplica sin ninguna distinción; cuestión contraria afirma el Consejo de Estado, cuando señala que 
para los regímenes especiales si se debe tener en cuenta las sentencias de la Corte pero que pora 
ei sistema general de transición la forma de calcular su IBL, es con los precedentes del Consejo 
de Estado.

7. La ley 100 de 1993, es una norma general y  el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, en su literal c, 
no consagro ninguna excepción para un grupo poblacional en particular, de manera claro indicó; "El
ingreso bese para iiquidor ¡a pensión de vejez de las personas referidas en el inciso anterior que les faltare menos de diez 
(10) años para adquirir e! derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que fes hiciere falta para ello, o el cotizado 
durante tedo el tiempo si este fuere superior, actualizado anualmente con base en la variación del Índice de precios al 
consumidor, según certificación que expida el bANE...“

El principio de igualdad se predica como la prerrogativa que tiene toda persona a gozar de un mismo trato 
y  protección por parte de las autoridades, así como tener los mismos derechos, libertades y 
oportunidades, sin que sea admisible cualquier tipo de discriminación, de ahí que las sentencias de !a 
Corte CorKtitucional si están salvaguardando el principio de la igualdad en lo que hace referencia o la 
forma de liquidar el IB L  en el régimen de transición.

coN ausio N Es uepp

1, En la providencia SU-230 de 2015, la Corte Constitucional analizó la situación de un trabajador 
que era beneficiario del raim en de transición pensional y concluyó precisando cual es el alcance, 
sentido y efectos del contenido del literal c) del artículo 36 de la ley 100 de 1993, de la misma 
manera, señaló que la aplicación del artículo en mención es desde el momento en que entró en 
vigencia dicha normativídad y no desde el momento en que se publicaron dichas sentencias, toda 
vez que las mismas no fueron proferidos en ejercicio del control constitucional otorgado en el 
artículo 241 CP.

Z. La prevalencíü de la jurisprudencia de la Corte Constitucional y su fuerza vinculante aplican 
desde la vigencia de la Constitución del año 1991, donde pasó de ser una fuente auxiliar pora 
convertirse en una fuente principal del derecho, es decir tienen fuerza material de ley.

3. A través de sus pronunciamientos íq Corte Constitucional ha logrado concertar el alcance de! 
artículo 230 C.P, indicando que el valor jurídico de la ratio decidendi así como la fu ^ z a  
vinculante del precedente constitucional para los operadores jurídicos, tienen como objetivo el 
de mantener lo seguridad jurídica de los derechos de los ciudadanos.

n
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4. Igualmente se debe tener presente la Sentencia de fecha 25 de febrero de 2016 emanada de) 
Consejo de Estado, Sección Quinta, en donde en Sede Constitucional ei propio Consejo de Estado 
ordena ajustarse a la Sentencia C-258 de 2013 y SU-230 de 2015, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 10 de la Ley 1437 de 2011, en que prima la interpretación de la Corte 
Constitucional sobre la interpretación que sobre el mismo tema efectúen otros Altas Cortes.

5. Situación que se reitera en la Sentencia de fecha 5 de moyo de 2016, Sección Quinta del 
Consejo de Estado, CP.: CARLOS EN R IQ U E MORENO RUBIO, Expediente número 11001-03-15- 
000-2015-03135-01, Actor: Víctor Miguel Mejía López. Demandado: Tribuna! Administrativo del 
Cesar. A C C IÓ N  DE TU TQ _A  -  FALLO DE SE&UNDA IN S T A N C IA , fallo en el que se determinó:

...es evidente para ía Sala que ei Tribm ai Adminisirativo del Cesar no incurrió en desconocimiento del precedente judicial 
ni tampoco en violación directa deí ordenamiento SLpert'or, en ¡o que respecta ai ingreso base de Uquidadón, pues, resulta 
constitucíona/mente admisible y  concordante, en consideración el lineamiento zanjado por la Corte Constitucional* -en  
sentencia de ccnstítucíonalídad con efectos erga omnes, así como en tsria providencia con e'fectos uni^ícaderes-, el cual 
establece que para determinar el ingreso base de liquidación, se debe acudir, incluso para tos beneficiarios del ra im en de 

transición, a lo dispuesto en el artículo 21 de la ley 100 de 1993...",

H. PftINCTPIO DE SOLI PARID AD V  505TENIBItI&A& PRE5UPUE5TAL

Finalmente, de accederse q las pretensiones de la demanda se quebrantaría el principio de solidaridad de! 
que habla el acto legislativo No. 1 de 2005 y que además lo incorporó en la Constitución al siguiente tenor:

A U T I L L O  48, La Seguridad Social es un servicio púolico de carácter obl^atorio que se p rastard  bajo la dirección, coordinación y  
control dsl Estado, en sujeción a los principias de eficiencia, universalíded y  solidaridad, en las términos que establezca la Ley.

En efecto, bajo el principio de solidaridad, los aportes ol régimen general de pensiones constituyen un 
sistema bajo el cual, los aportes que realiza el afiliado constituyen los mismos sobre los que se debe 
liquidar (a pensión-, el caso contrarío, implicaría un desequilibrio en el sistema financiero del Régimen 
Señera! de Pensiones, ocasionando un detrimento incluso para aquellos afiliados que al realizar sus 
aportes mantienen una expectativa de alcanzar el derecho a la pensión.

Por su parte, el principio de sostenibilidad presupuesta! irnplíca un equilibrio economico que debe 
mantenerse a fin de garantizar el reconocimiento del derecho de todos los afiliados que alcancen los 
requisitos para ello; lo contrario generaría una inseguridad jurídica pora quienes tienen la expectativa de 
alcanzar la pensión pues pondría en riesgo la posibilidad de reconocer las prestaciones económicos de que 
se -trate.

I .  DE LA POSICION A5UAAIDA POR EL TRIBUNAL ADAAINISTRATIVO DE NARIÑO

Se solicita en consecuencia, de manera respetuoso a su Señoría acoger el precedente Constitucional 
sobre el tema, mismo que viene siendo acogido de manera uniforme por la Sala de Decisión del Sistema 
Oral del Tribunal Administrativo de Noriño^, al considerar que si bien lo Ley 33 de 1985, estableció como 
directriz paro el reconocimiento de la pensión de jubilación el pago de una mesada pensiona! equivalente al 
75% del salario promedio que sirvió de base pora los aportes durante el último año de servicio, también es 
cierto que la H. Corte Constitucional en sentencio de unificación SU -  230 de 2015, dispuso frente a la 
interpretación del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que ei índice base de liquidación no es un elemento 
constitutivo del régimen de transición, por tanto debe entenderse que el mismo corresponde al promedio 
de los factores salariales devengados de los últimos 10 años de servicio, tal como lo expone el artículo 21 
de la Ley ÍQQ de 1993, de ahí que no es aplicable e! de! últi.mo año de servicio como manifiesta e! 
demandante y  la mesada pensional objeto de la presente litis, debe ser liquidada conforme lo establece la 
Ley 100 de 1993, situación que se logra evidenciar dentro de los actos administrativos acusados, siendo

 ̂ Sentencios C-258 de 2013 y 5U-230 de 2015
 ̂ Sentencia del 5 de agosto de 2016. Medio de Control; Nulidad y  Restablecimiento del Derecho. Actor: ALVARO HERNAN 

TORRES NARVAEZ Vs. UGPP. Rad, No. 2014-00054 (1553). MP. ALVARO M ONTENEGRO CALVACHY.
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así dicho Corporación no ha encontrado vicio por ei cual deba de declararse la nulidad de los mismos, pues 
en este punto el acto se encuentra ajustado a derecho.

Asimismo, se vienen revocando los fallos condenatorios proferidos en primera instancia y  absolviendo de 
responsabilidad a !a Entidad que represento^, por parte del Honorable Tribunal Adminislrativo de Nariflo, 
con ponencia del Magistrado Paulo León España Panto ja, solo por mencionar algunos de tantos 
pronunciamientos en las que se acogen los argumentos de defensa esgrimidos en el presente escrito de 
contestación.

J .  CON RELAaÓN A LA IN D EX AaÓ N  O CORRECaÓN MONETARIA

Lq entidad, esgrime como argumento para no acceder q la solicitud de indexoción o corrección monetaria, 
la providencia del Consejo de Estado, mediante sentencia de fecha 08 de noviembre de 1995, Sección 
Segunda, M.P. Dr. J O A Q U IN  BARRETO RUIZ:

"í-fl Corporación ha accedido ya en varias oportunidades a decretar el ajuste de valor cuando lo reclamado por h s  demandantes ha sido 
una 5£i/tiíi fija  t^ue ha ijuedado conyelixla en el tiempo, CÍ ¿fjíiííB de valor o índeJícción de ¡as condettos proferidas poí' la J"a^isdicción de 
lo Contencioso Administrativo, a diferencia de los que acontece por ejemplo dentro de la Jurisdicción Laboral ordinaria que carece de 
una norma legal que faculte expresamente ai juez para decretarlo, si tiene una norma que le da Sustento legal a una decisión de esta 
naturaleza, cual es el artículo 173 del C.C.A, que aufy>riza el juez administrativo para decretar el ajuste, tomando como base ei indice de 
precios a! consumidor, o af por mayor de manera que esta norma despeja cualquier duda que pudiera surgiría al juez Administrativo en 
relación con la fuente íegai que le sirva de sustento a una decisión de esa naturaleza".

Que también en sentencia de fecha 8 de agosto de 1996 (Sala de Consulta y Servicio Civil) M.P. L U IS  
CAAAILO O S O R IO  IS A Z A , el Honorable Consejo de Estado afirmó:

"...Existe en materia contenciosa administrativa el artículo 178 del C.C.A., ap/rcafafe a las prestaciones laborales no canceladas 
oportunamente, que prevé derecho de acudá  ̂al cobro judicial, pero no tiene facultad la adminfstracfóh...para autorizar p ^ o s  por este 
¿rortcepto, su  reconocimiento es competencia precia de la jurisdicción contenciosa administrativa'

De conformidad con lo expuesto, la Entidad, esgrimió no tener ninguna posibilidad de actualización de su 
valor monetario de manera oficiosa, estando sí obligado q dar cumplimiento a las decisiones Judiciales por 
imperativo legal, negando consecuentemente el decreto de la Indexoción solicitada.

K. CON RELACTÓN A LOS INTERESES MORATORIOS

Con ocasión de los intereses morotorios reclamados, se tiene que e! art 141 de la Ley 100 de 1993, señala:

“IN T E R E S E S  t>E M O RA: A  partir del 01 de eraro de 1994, en caso de mora en el pago de fas mesadas pensiónales de que trata esta ley, 
la entidad correspondiente reconocerá y  pagará ai pensionado, además de la oÍJ%acíán a su cargo y  sobre el importe de ella, ¡a tasa 
máxima de intereses moratoria vírente en el momento en que se efectúe el pojo".

En concordancia con la norma transcrita, la obligación de reconocer intereses de mora a la tasa móxima 
vigente fue creada por la Ley 100 de 1993, con efectividad a partir del 01 de abril de 1994, pero 
únicamente en caso de mora en el pago de las mesadas pensiónales y  no para el reconocimiento pensional 
que debe procederle para los funcionarios contemplados en ella. Por lo tanto, también nos oponemos a su 
reconocimiento,

IV . EXCEPgONES PROPUESTAS

Con e! fin de enervar las pretensiones de, declaración y  condena solicitadas en el libelo genitor, me 
permito proponer las siguientes excepciones, de las cuales solicito sean declaradas;

 ̂Sentencia del 12 de agosto de 2016. Medio de Control: Nulidad y  Restablecimiento del Derecho. Rad. NO. 2013'00034-01 (1022) 
y Rad, No. 2012-00090 -01 (1061).
Í3 __________________________________________________________________________________________________
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A. EXCEPgONES PREVIAS

1. IN E P T A  D E M A N D A  POR N O  HABER A T A C A D O  T O D O S  L O S  A C TO S  A D M IN IS T R A T IV O S  
(Ausencia de proposición iundica incompleta necesaria para definir de monera adecuada la 
pretensión del octorT

No se encuentra satisfecho el presupuesto procesal de la demanda en forma, por la ausencia de 

proposición jurídica incompleta, es decir, existe IN E P TA  DEM AND A POR N O  HABER A TA C A D O  

TO D O S  LOS A C TO S  A D M IN IS T R A T IV O S , debiendo prosperar la excepción previa y dar por 
terminado el proceso.

Los reconocimientos o negativas de derechos efectuados 'por la Entidad o través de los respuestas 
respectivas, son actos que conjuntamente con las que reconocen reliquidaciones o las que resuelven los 
recursos de apelación, deben ser demandados todos los actos administrativos que tengon relación 
sustancial con el asunto.

En el presente caso, debemos tener en cuenta que toda demanda formulada con el objeto que se anule un 
determinado acto o actos, debe necesariamente contener la correcta individualización del mismo (s) y  la 
pretensión (es) correspondiente (s), debiéndose dirigir contra el acto definitivo y  contra aquel que lo 
modifique o confirme.

En consecuencia, existe I N ^ T T T U D  S U S T A N T IV A  DE LA DEM ANDA, pues eí apoderado de la parte 
demandante, no instauró la acción de nulidad y  restablecimiento del derecho contra la resolución No. 
39927 del 31 de agosto de 2007, por medio de la cual se reconoció la pensión de vejez (y  que se 
encuentra incluida en la nómina).

En conclusión, al no hoberse incoado la demanda respecto del último acto expreso que reliquidó la pensión 
de jubilación del actor; se incurrió en error en la identificación del objeto de la mismo, que generó una 
ineptitud sustantiva que impide conocer de fondo la controversia.

Es por lo anterior, que no existiendo una proposición jurídica completa, la respuesta al problema jurídico 
principal (A U S B v ia A  DE LA P R O P O S ia O N  JU R ID IC A  N ECESAR IA PARA DEf=INIR DE M ANERA 
ADECUADA LA P R ETEN S IÓ N  DEL ACTO R ), como se anunció, es positiva, circunstancia que sin duda 
impide un pronunciamiento de fondo, no cumpliendo así con lo dispuesto en el artículo 163 del C.P.A.C.A., ol 
no individualizar con toda precisión el acto administrativo del cual se pretende su nulidad, existiendo 
ineptitud de la demanda, pues los actos demandados (RDP 017801 del 6 de junio de 2014, RDP 
021129 del 9 de julio de 2014 y RDP 026404 del 8 de agosto de 2014) tiene una relación de 
dependencia con otro no demandado (e) ya indicado -  resolución 399Z7 del 31 de agosto de 2007).

B. E X C g g O N E S  DE FO N D O

1. INEXISTENaA DE VULNERAgÓN DE PRINgPIOS CONSTITUgONALES Y LEGALES -

El reconocimiento de la pensión del demandante se realizó con estricta sujeción a la ley, (o que implica que 
se estén garantizando ios principios constitucionales y  legales y  no lo contrario como quiere hacer ver el 
demandante.

Tal como se mencionó, ei reconocimiento de los factores sobre los que se deben liquidar las pensiones no 
depende en absoluto de mi representada; a ella corresponde una toreo verificadora en la que se 
determinan ios hechos probados en ei reconocimiento de ia pensión. Cuando no se realiza, por parte del 
solicitante, el aporte de las pruebas sobre los descuentos a pensiones por parte de la entidad 
empleadora, mi representada no puede entrar a valorar los condiciones o los aparentes factores
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cancelados. Así que, las pensiones se reconocen y  liquidan sobre los factores debidamente certificados, lo 
que otorga seguridad jurídica sobre las decisiones de la entidad y garantiza la protección de los principios 
constitucionales y  legales.

Por lo tonto, o! no existir lo violación alegada por el demandante, no es dable al juez la declaratoria de 
nulidad y mucho menos una condena a mi representada.

2. COBRO DE LO N O  DEBIDO

Al actor no le asiste ningún derecho real para fundamentar en forma plausible o con mérito las 
pretensiones de declaración y de condeno redamadas en la demanda y menos pretender lo ¡neiusión de los 
factores salariales reclamados.De donde resulta inane el cobro que se persigue con las pretensiones de la 
demanda.

3. PRESCRIPCTÓN

Debe advertirse que de conformidad con lo establecido en el art 102 dei becre-fo 1646 de 1969, las 
prestaciones sociales prescriben en el término de tres aPíos contados a partir de la última petición. La 
prescripción se contaró desde que la obligación se hayo hecho exigible, según lo establecido en el artículo 
151 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social. La Jurisprudencia ha decantado este 
criterio y  ha expresado que la pensión de jubilación y  el derecho a los reajustes no prescriben, pero las 
mesadas S I, razón por la cual están prescritos todas las obligaciones pensiónales, reliquidaciones, 
reajustes pensiónales, intereses corrientes y/o moratorios e indexación que se hubieren causado con 
anterioridad a los tres aPíos contados a partir de la última petición.

4. S O L IC IT U D  DE R E C O N O a M IE N TQ  O F ia O S O  DE EXCEPCIQNES

Señora Juez, le solicito atentamente si en el transcurso del proceso encuentra probados hechos que 
constituyen uno excepción de fondo, la reconozcan oficiosamente en Iq sentencia. Fundamento mi petición 
en lo preceptuado en el art 282 dei Código Señera! del Proceso que preceptúa: "...Cuando el Juez halle 
probados los hechos que constituyen una excepción deberá reconocerlo oficiosamente en la sentencia...'’, 
aplicable ol procedimiento administrativo por lo previsto en el art 306 Ley 1437 de 2011.

' ■ r^olu j,C /iN  rKciN i c  ^  N U K m A J  j
COMO V IO LA D A S  POR LO S A C a O N A N T E S

Por lo anteriormente esgrimido, se tiene que en ningún momento la USPP, ha violado las normas jurídicas 
constitucionales y legales citadas como tales en el libelo demandatorio.

V I .  M ED IO S  DE PRUEBA

Para demostrar los hechos expuestos en la contestación de la demanda y en las razones de la defensa, 
solicito a Iq Señora Juez, decrete y  practique las siguientes pruebas:

A. DO CUM EN TALES

Sírvase tener como pruebas los siguientes documentos:

1) Documentos aportados:

Me permito aportar en medio magnético copia del expediente administrativo del actor, con constancia de 
ser fiel copia del expediente pensiono! que reposa en Iq Entidad. Se entrega expediente magnético de
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acuerdo a la Directiva Presidencial 04 de 3 de abril de 2012 T E R O  PAPEL" en concordancia con el 
artículo 24 del Decreto 2609 de 2012 numeral C.

a A V E  PARA ABRIR LOS AR CHIVO S DEL CD: Im2g3n3sugpp

O B JE T O  DE LA PRUEBA; Verificar íq correspondencia de las pruebas documentales aportados por ei 
apoderado de la parte demandante y  ia verificación de la N O  acreditación de los requisitos propios para 
acceder o la reliquidación de lo pensión solicitada.

2) Documentos solicitados:

Muy respetuosamente solicito se oficie a ia última entidad empleadora al MUívIICIPIO DE PASTO, para 
que remita los certificados originales sobre los factores salariales efectivamente devengados por el 
demandante y  sobre los cuales se realizaron descuentos para pensión.

V I I .  FU N D A M E N TO S  DE DERECHO

Invoco como normas aplicables a la presente contestación, !o establecido en el artículo 175 de! Código de 
Procedimiento y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011) y  demás normas concordantes y 
complementarias.

Vin. A N EX O S

El dÍQ 25 de mayo de 2017 se solicitó reconocimiento de personería para actuar, aportando:

• Poder general otorgado a mi favor con todos los soportes legales que dan cuenta de la 
representación legal.

• Anexo los relacionados en e! acápite de pruebas.

IX .  N O T IF IC A C IO N E S  V  D IR E C a O N E S

Las de la entidad demandada que represento en la calle 19 No. 68 A -  18 Bogotá D.C., correo electrónico; 
notificaciones }üdicialesüqpp@uqpp.qov.co

Lq del demandante se encuentra en el libelo genitor.

Las mías las recibiré en la Secretaría de su Despacho o en mi oficina de Abogado, ubicada en la calle 21 
No. 22-09 Edificio JR, Apto 401 de esta ciudad.

De la Señora Juez,
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San Juan de pasto, octubre 2 de 2017 ^

i íUZGADO 2o. ADMINISTRATIVO DEL CÜ^ViTaf^ASíÓ

j .  R É C ÍB S D O

Fecho: 1 1 Ü Q L 2 Í U Z ^ _ H o-c. fQf/O-5 ‘
I Cuadernos:

I Folios': I
Reíiibidopor,

iH a í h  J
H S T i R I

Señores | — j
JUZGADO SEGUNDO ADMlNIStRÁTIVO ORAL
Ciudad

! i

Referencia. NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 'No 

2017-028-00 ’ ' . ‘ r  ' M  .

SANDRA MÁRÍÁ DÍAZ MEJÍA, iínaypr de edad; identificada con Ja GG 

No 59815431'de Pasto y la TP No 84093 del' C:S de la J. obrando en 

calidad .de apoderada judicial, del'Municipio de Pasto ségún poder
■1 ' i ^legalrnente>!c9nférido,^ dé  ̂la, manera! más respetuosa ..medianté, el 

presente escrito me permito, CONTESTAR LA DEMANDA Y EL 

LLAMAMIENTO EN GARANTIA, ,en los siguientes términlos:

CONTESTACION DE LA DEMANDA

FRENTE A LOS HECHOS: 

Al primero: Es cierto.

t. . i '
Al segundo: Es cierto.

■; í
‘ ' ■ •) í ‘ í ) ' ‘  ̂ • ''

Al tercero; No- le consta a mj représeptado. Estaremos a. lo probado
' * { i  ̂ ‘ ' I

en el proceso. ^ ' f  ' ; , • ■

' ■ ' 1 ! ' ' ■
Al cuarto: No le consta a mi represéntádo. Estaremos a lo probado en

el proceso. i . ■ í  ̂  ̂ ^

AI quinto: No le consta a mi representado. Lo relatado en este hecho 

corresponde a úna actuación administrativa ajena al .

Ente territorial. I ¡



: i

Al sexto: No le consta a mi represéntádo. Lo relatado en este hecho
' ' ‘ I . ' I i

corresponde a.üha liquidacióp que no ha efectuado el ente territorial. 

Al Séptimo:'No'ile consta^a mi représehtado. El municipio cié Rasto no-t i ‘ ‘ '  ̂ ' i i , -i ■ ‘ '' , .i í) i ' .1 " Í 1 1 '-L '
ha récibido ninguna'feclamación-jrelativa a reajuste pensionar.del

i'' *' I . ) ' i. ' ] . ' j ' í ' . .
demandante así como tampoco fue llamado a conciliación prejudicial

, i ' i , í ‘ . ■ - ' : f
ante la Procuraduría delegada antejel contencioso administratiyo.^

-  ̂ ' ' '' '! " ■': " ■ j
AI octavo: Es cierto. | ' ■! I ' ^

V ': ■ " ; i ■ !' J ‘ ' ■' . ' ' ’
Al noveno:'Np.le consta a mifrepresentado. El municipio de Pasto no 

ha recibido ninguna <reclamiación] , en ' relación con los coiicéptbs 

referidos en'éste hecho., ' . ¡ ! I ' ' . '  ̂ '■

’ ‘ ■ ' ■■ ; i' i- L . ' . -
AI décimo:' No íe consta á hni represeritado. . ; ' j  f ^ -

■  ̂ ' I I ' . .
?  ' I '■ . ■: \  v '

Al décimo primero; No lé'consta,á mi representado el contenido de

las respuéstás ’á lás cuales sé hace alusión. ' ; l / ^
. i ' *■  ̂ ‘ ' i, i ' ' ■ j ■ ■

' ' i ;  ̂ M  ■ ■ ■ '  ̂  ̂ ' ’í !
AI décimo segundo: No -le cphstaja mi representado', por cuántO: po

’ ' í: ■ ' í 1 ‘  ̂  ̂ ‘ *ha recibido ,ni ; í tramitado reclama!cióh sobre lo enunciado en aster ‘ ■ ' ‘í/■' i ■/ ‘ I
hecho. ' /■  ̂  ̂  ̂ i; I'  ̂ ! ! V '" ■ ^' nj ' ' i ■ ( ■ !  ̂ .

, ■ ' í ' ■ !■ - ' L
Al décimo:tercero; No es-un hecho: Son fundamentos jurídicos. L' ,

. . . • i " . . / .  i- I. - .
■ : ' I f

Al décimo cuarto: No es un héchó, es un alegato' de la parte
 ̂ ' 1 ' i í

demandanté.^' ■ . I : : ■ . -, i ‘ , ' I . ,
V - i ' " r : >  ' .

- ' ' ' ) 1 ' ' ‘‘f ‘
Al décimo'quinto: No le consta a mi representado: Nó Ha sido citado 

en ninguna oportunidad a audiencia he conciliación ;pór solicitud’ ni 

del demandante ni del llamante. ' i 1

Al décimo sexto: Es falso.' E l, démáhdante no presento' ninguna
 ̂ ' I i . ' ,

reclamación administrativa frente aí Móhicipió de Pasto.



1 . . .

FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMÁNDA PRINCIPÁL - í .
■ 1 I I .

Nos opóñemos'’á‘ todas las pretensiones de la demanda, por: carecer
' ‘ ' ■ ' i I ‘ ‘

de fundarnénto factico'y jurídico para su reconocimiento. .  ̂ ^
■ ' ' ' i ' ! } , * 1

CONTESTACIÓN FRENTE AL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA:
■ 'V -' ' -  ̂ ! i ‘ ’ : . '

i f'
FRENTE AXOS HECHOS:

A !prim ero. Es verdad.;

■ r  í

A iseauridói Eis-.yerdad y-asi efectivamente se realizó. . ■

A i re/rera''Revisado el archivo cdntral del Municipio' de...Pasto,’ no
' ' '  ' . ' , . ' ■’] ■ .

existe ninguna informácíón sobre lás reisolucionés queXAJANAL haya

emitido. Por íb tanto á mi ;repr^esentado no le consta este hecho ./' /

’.'i 1 ’ ' ' I ! ■'
A ! cuarta  ;No le consta a mi poderdante lo . relatado en Jeh hecho

’ r' ' . ■ I i ■ . . ‘ .
indicado, habida cuenta queinp ha. recibido ninguna reclamación de

carácter ádnriinistrativo relacionada'corn este hecho. .. ’ .
‘ I . i " '■  ̂ :

A ! quirÍto: '£ \. Municipio cumplió con el pago de todos IpSrTactóres

salariales ordenados en la Ley. a la  éfpóca de‘ prestación 'del .servicio
/ :■ :tJ'  ̂ /  . r -i ' )■ ^por pah:e dei. funciónário; Cuestión ídiférehte es que el ,11 arriante haya 

realizado lá liquidación de forma eq’uivóeada. '  ̂’ ,

A i sexta No es un hecho, es una- afirrnációp sobre un 'áspécto de
 ̂ . ■■ ^ ^  ' , ' ' ' i i ' ’ ,• /

carácter legal:  ̂ |  ̂ /. . ’ ■ '
 ̂ ■ . ' I : i '

A i séptirna. Es falso. Siendo? que el -ente territorial háf eurriplidó ,de 

manera oportuna el pago de todas las acreencias laborales erî  debida

forma, es la entidad llamante quien debe revisar la informacióri, que
' i í "

reposa en sus archivos referentes á los aportes recibidbs y proceder' ' J ■ ' J ' ,  ̂  ̂̂ ■ X
a realizar lá liquidación en debida fprrna según lo real mente-pagad o

por él Municipio á favor del trabajador.. : . '  .  ̂ ■
i ' 1 .. ' ' ! - I

A ! octavo. Estaremos a lo que ee j logre probar en el .proceso
I  ̂ i ' ■ ■ -

relacionado con la liquidación' correcta de la pensión- del- 

demandante. ' - ' . .



EXCEPCIONES'DÉ MÉRITO FRENTE AL LLAMAMIENTO: EN,

GARANTIA yÁÍA DEMANDA ̂  ̂ I I

O

■, . í^  . í .r . ,. ’ .í
• ' ’ -f 1 ' í ' .. -(ij - ‘ ‘ r  'í¡ . ’'S ■ ; ' ' ‘ • ‘S !■i" ■■ i ‘ ' ' ' ; , ¡

Me pernnitó presentar las siguientes; excepciones de mérito; , iv ^

, ; r ‘ ' M  ■  ̂ ' i*; ^
1-. INEXISTENGIÁ DÉ OBLIGACIÓNEs Ia  CARGO DEL MUNÍCIPIO’

V : : í ’í;Í/
Se fundárnentá la éxéepdórf propüesta en el sentido ;dé considerar

que el municipio de Pasto hk^canééládo sus obligaciones| laborales 

con el trabájadbr dé 'forma oportuna y\legal, las mismas que se 

encontraban vigentes al tierrípo de in terminación dé [la vinddlación 

legal y reglanientaria.'Estó sé prueba con la certificación "Emitida pbr'  ̂ '' ' ' i: ' ■ ■ '  ̂ i. I í-
el M unicip io 'dondeVséconstata :qué fue lo realmente ;pagado .̂al 

trabajador'durante el último añof dé servicios, cuáles füéron ' los

factores, isajariales e incluso el salario báse que realmente-ctevengó el
' \ ^  ' r : *

trabajadón'durante; toda.Ma'- rejació'n laboral. Lo anterior indicá con 

claridad que rio existe por parte‘ del rriunicipio obligación pendiente 

alguna a favor dél demandáipte y isqr jel contrario ésta'obligación de 

liquidar^ dé  ̂ manera correcta recaej .únicámente en> cabeza dél 

demandádo. ‘  ̂ , , • . t  ' ’ ’

2-. FALTA DE LEGITIMACION EN CAUSA POR PASIVA ■i
. .' i ■ ' * ■ f . ’

Se fundarnpnta.ésta excépcipnién .el sentido de considerar ahora, con 

el nuevo Código General del Proceso 1̂ llamado en garantía rio cómo 

tercero sirití corno parte''prdcesal.|Es ; necesario entonces ‘bbservar 

que no existe nexo de causalidadj'entré los hechos riarradós en 'la  

dem andacon- la entidad territorialj asi como tarnpócó- existen 

pretensiones en'la demanda que sé dirijan contra el Municipio.' , ,
' " ■ í ■ ", ;’í V'f ' ■ I

Por otra parte no corresponde al Mpnicipio.de Pasto la liquidación de
■ ' ' ■ [' ' ’ i.; .

la pensión de jubilación del 'demandante. Es una función asignada 

tanto a I .CAJANAL . en.^süL morherito y ahora á la ' UNIDAD 

ADMINISTRATIVA DE GESTION PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES'i ( . ■ ■ _ ■
PARAFISCALES DE LA PROTECCION'feOCIAL. El Municipio cumplió

i‘ I ’ i ' • ■
con su obligación de realizar los, aportes legales y oportunos, no

■■ . ’ '' ' i ■. ■ *■ i’ í T . '



' ! !  ̂ I, a ,

puede incidir en lo relacionado a la]liquidación por no éstánóentró de 

sus competencias. j

3-. INEXISTENCIA DE ACTO ADMINISTRATIVO PRÓFERIDO PQR EL 

MUNICIPIO DÉ PASTO.,,

Sí bien la; figura detJIamatriienta en garantía es, viable frente , a 

situaciones' ¿íonde uii pueda .reparar el pequieib/- qué; el

demando llegase a sufrir, enceste casó la nulidad y restablebimiento 

del derecho se está solicitando frente a un acto administrativo que fio 

ha sido .proferido por el Municipio dé Pasto! - í / .

Sería viáble el llamamiento siempre !y cuando hubiese, existido, un
■ '■ .■.."'■'i- ! ■ f ;  ̂ ' 'i ■ ■ ’ ,

acto administrativo emitido ppr el ente territorial a través del cual se
} '■ í i- . ' "' ' ■■ ■■■ 1 ' ̂ '

acepté ó]sé niegue uri détermiriad|o reconocimiento ál demándente,

sin embargo esto no ha sucédidó puesto que únicamente se hizo la

reclamación frente al llánoahte pero jajriás jrente al municipio. ,És así

como el acto, administrativo demandado proviene de la UNIDAD
 ̂ ■ 1 i  ̂ ' ■ j ‘ *

ADMINISTRATIVA DE GÉSTipN RENSIONAL Y COn It BIBUCIQNES

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓI^'SOCIAL' - ■ ' "
. '■ i. t , ■ ! ' .

Lo anterior nos indica que no es posible que el Municipio .résponda

por la nulidad ,de un acto ’que rio ha proferido y ^menpé aún lá
- . '. í 1 - . í

consecuencia de.dicha-nulidad como lo és et restablecirhiento del, í* ■ - , '-í..  ̂ -i,. , . ' í'  ̂ '
derecho, habida cuenta que no existe un acto administrátivó óppnible 

al llamadp'én garantía. : ! ! í -  ̂ , • ' ;

4-.. PRESCRIPCION ^  ‘
í; ! f • ' ■ ■ -, ' i  , , -

Desde ya solicito se decrete larprescripción trienal ■ a favor del 
Municipio de Pásto sobre cualquier acreencia que resultare en, contra 
del ente territorial. ' ' ! .



PRUEBAS i i !
' I ‘ l _ ; ; .

Como pruebas doGurrie niales meí permito aportar a ¡su 'señoría la
*  ̂ ■ I ' - ' t

certificación, emitida*:por el-‘ Municipio de’ Pasto donde consta el

salario, los fáctóres salariales ¡deítrabajador devengadós\el,último año
r  ! * ¡ ' ’ 'i : ' ' '  ^

de servicios. Con el fin de probar'lá realidad de los valores sobre los

cuales se debe realizar la liquidación de la pensión de jubilación del

señor CARLOS ALBERTO ESCOBAR MORA. , . ';

NOTlFlCAClÓNÉS:;Las recibiré en la secretaria de su despacho o en 

la carrerá 24 -.NO .19-33 Ofjcinb 216. Correo' electrónico: 

evitosdiáz@dmail.conrt I , , i i  ! ' ’ ’ . ‘ T  ̂^  ..J- ;

Atentamente,

/S A N D R A  MARIA DIAZ MEJIA
TP No 840fe del C.S de la J j 
CC No 59815431 de Pastó i

! • ’■

■ J

‘ 7 ,



San Juan de pasto, noviembre 2 de 2017

lo. ADMlNíSTRAtlVO DEIORCUHTO

RECIBIDO
- w  ° 3 MOV ?0tf ^  í - :lo ^  I
Cuodernos;

'■oiios: -wLCi ^

Recibido por

Señores , !

JU Z G A D O  S E G U N D O  A D M IN ISTR ATIVO  ORAL

Ciudad

Referencia; N U LID A D  Y R ES TA B LEC IM IEN TO  D EL D E R E C H O  No 

2017-028-00 . ,

SA N D R A  MARIA DIAZ M EJIA, mayor de edad, identificada cón la CC 

No 59815431 de Pasto y la TP No 84093 del C.S de la J. obrando en 

calidad de apoderada judicial del Municipio de Pasto según poder 

legalmente conferido, de la manera; más respetuosa mediante el 

presente escrito me permito formular EX C EPC IO N ES PREVIAS 

FR EN TE AL LLA M A M IEN TO  EN GARANTÍA.

Primera: IN EP TA  D E M A N D A -

Habida cuenta de lo establecido en el artículo 64 del C.G.P el

llamado en garantía ya no es tercero dentro del proceso sino que
\

se considera parte procesal con sus respectivo deberes y sus 

derechos. *

Debe tenerse en cuenta los requisitos de llamamiento que se deben

cumplir indicados en el artículo 65 ibídem:
i

Va dem anda p o r m edio de ía cual se llam e en garantía deberá 

cum plir con ios m ism os requisitos exigidos en el artículo 82 y  dem ás 

norm ar aplicables (...)”

El artículo 227 del OPACA  nos menciona " en lo no previsto en este 

Código sobre la intervención de terceros se aplicarán las normas del 

Código de procedimiento civil" !

Con la observación de que con posterioridad a la promulgación del 

CPACA entró en vigencia el CGP, que cataloga al llamado en garantía



no como tercero sino como parte, y qiiie en lo no previsto se aplicará
r

las normas del CGP encontramos: !
i
I

Concordando los artículos 82 del O.G P y 162 del OPACA, los 

requisitos qüe toda demanda debe contener por orden legal son los 

siguientes: ;

L5X

C O D IG O  GEN ER A L 

PROCESO. A R TIC U LO  82

DEL C O D IG O C O N T E N C IO S O

A D M IN ISTR A TIV O  Y  DE LO

C O N TE N C IO S O

AD M IN ISTR ATIVO .

162

A R TIC U LO

1-. La designación del juez a 

quien se dirija.

1-. La designación de las partes y

de sus representantes.

2-. El nombre y domicilio de las 

partes y, si no pueden 

comparecer por sí mismas, los 

de sus representantes legales. Se 

deberá indicar el número de 

identificación del demandante y 

de su representante'y el de los 

demandados si se conoce. 

Tratándose de personas jurídicas 

o de patrimonios autónomos será 

el número de identificación 

tributaria NIT.

2-. Lo que se pretenda, expresado
í

con precisión y claridad. Las 

varias pretensiones ; se 

formularán por separado, con 

observancia de lo dispuesto en
j

este mismo Código para la 

acumulación de pretensiones.

3-. El nombre del apoderado 

judicial del demandante, si fuere 

el caso.

3-. Los hechos y omisiones que 

sirvan de fundamento a las 

pretensiones debidamente

determinados, clasificados y 

numerados.

4-. Lo que se pretenda expresado 

con precisión y claridad.

4- Los fundamentos de derecho 

de las pretensiones. Cuando se 

trate de la impugnación de un 

acto administrativo deberán 

indicarse las normas violadas y 

explicarse el concepto de su 

violación.

5-. Los hechos que le sirven de 

fundamento a las pretensiones, 

debidamente determinados.

5-. La petición de las pruebas que 

el demandante pretende hacer 

valer. En todo caso, éste deberá



i r \

clasificados ynum erados. aportar todas las documentales 

que se encuentren en su poder.

6-. La petición de las pruebas que 

se pretenda hacer valer, con 

indicación de los documentos 

que el demandado tiene en su 

poder, para que éste los aporte.

6“. La estimación razonada de la

cuantía, cuando sea necesaria

para determinar la competencia.

 ̂ ] 
i
i

7~. El juramento estimatoho, 

cuando sea necesario.

7-. El lugar y dirección donde las 

partes y el apoderado de quien
i

demanda recibirán ' las 

notificaciones personales. Para 

tal efecto, podrán indicar también
' . í

su dirección electrónica.

8-. Los fundamentos de derecho. Además en concordancia con el 

artículo 166, se deben
f

acompañar más elementos 

probatorios señalados 

exjdresamente en este artículo.

9-. La cuahtía del proceso, 

cuando su estimación sea 

necesaria para determinar la 

competencia o el trámite.
t

10-. El lugar, la dirección física y 

electrónica que tengan o estén 

obligados a llevar, donde las 

partes, sus representantes y el 

apoderado del demandante 

recibirán notificaciones 

personales.

11-. Los demás que exija la ley. ,

De la lectura del contenido de la demanda de Llamamiento en 

garantía no se encuentra el cumplimiento de los requisitos que toda 

demanda debe contener, es decir adolece de los siguientes:

1-, Adolece de indicar las pretensiones que el llamante exige del 

municipio de Pasto. No se indicó Ib que se pretende expresado con 

precisión y claridad, así que el ente territorial no puede saber con 

exactitud qué es lo solicitado por el llamante.



2- Adolece de'establecer la .cuantía y la estimación razonada de la
^ ' f

misma. Según lo ordenado en el artículo 157 del CPACA encontramos 

que:  ̂ ■ !

(...) e n  ¡as acciones de nulidad  V  restablecimiento del derecho no  

podrá prescihdirse de la estimación razonada de la cuantía^ (...)■ en el
I í i ■ - o L.

m ism o artículo nos indica: - , í

"Cuando se redam e ei pago de prestaciones periódicas de término 

indefinido com o pensiones, ¡a cuantíé^ se determinará p o r e i valor de 

lo que se pretenda p o r ta i cuando se causaron y

hasta la présentación de la demanda, sin pasar de tres (...)”

3- . Omitió el llamante indicar los fundamentos de derecho. Es 

pertinente iindicar que rió se trata únicamente de escribir-un acápite

con el nombre de FU N D A M EN TO S  DE DERECHO, sino que en éste
' ■' i i

debe relacionarse las normas legales en las qüe basa su dennanda.

De la lectura de este acápite'nó se encuentra dicha relación. Además 

el único artículo citado se encuentrá derogado en vista de hacer

relación al Código de Procedimiento Civil.
. \ ‘ l   ̂ ; i ... ; \

\

í , * '   ̂!
.jp - V ’ J I í

4- . No indica-iá'Velación de las' pruebas que se pretenda hacer'valer. 

Com o su señoría podrá observar de^ la notá^ colocada en ■ la parte 

superior de ia  demanda de llamamierito en garantía por parte de su 

secretaría, no' se aportó medios magnéticos donde podríamos,
-1 " '  - . I '  ■ í - r

contando con suerte, encontrar los elementos probatorios necesarios 

para sustentár 1a llamada en garantía! Esto no ocurrió, no se aportó

prueba siquiera sumaria que n o s ; dé cuenta del fundamento

probatorio para ser Ilarriados' á resporider en este proceso. Amén de 

la ausencia de'los anexos paira el traslado físico de la dem anda , los 

cuales nunca llegaron a nuestras dependencias.

5- . Omitió el llamante indicar la dirección de la parte demandante. 

Únicamente sé ha indicado la dirección del apoderado, siendo 

requisito legaí y deber de lea.ltad procesal indicar la dirección de su 

poderdante.

Segunda: N Ó  Á G O TA R  EL R EQ U ISITO  D E PROCEDIBILIDAD

Como ya se indicó anteriormente, en la legislación actual el llamado 

en garantía ya no es un tercero sino que ostenta la calidad' de parte



procesal. Por lo tanto era necesario agotamiento de la reclamación
, ‘ i

administrativa ebmo requisito de procedibilidad y aunado a lo anterior
j

la conciliación ante la procuraduría delegada ante el contencioso 

administrativo. Cuestiones jurídicas qué brillan por su ausencia.

Así lo 'ordehaV él ^artículó 161 dél CPACA- cuando establece los 

requisitos previos para demandar: > !
I

'‘La presentación de ¡a dem anda ' sel someterá a ! cum plim iento de 

requisitos previos'eh ios siguientes casos: . ’ ■ *I
i -  Cuando ¡os [asuntos sean conciíiab/es, ef trámite de Ja conciliación 

extrajudicial constituirá requisito de prpcedibiHdad de toda derhanda 

en que sé '' formulen pretensiones relativas a nulidad con  

restablecimiento de! derecho, reparación directa y , controversias 
contractuales": í • . .

El municipio de Pasto no ha sido citado a conciliación prejudicial, así 

como tampoco recibió la solicitud de reclamación administrativa para 

pronunciarse negando o , aceptando una 'determ inada situación 

jurídica. Por' lo rñismo ’ ÑO PUEDE ÉL E N TE  TERRITORIAL 

ENFRENTAR, U N A  DEM ANDA DE NULIDAD Y RESTABLECIM IENTO
 ̂ , i

DEL D ERECH O  SOBRE 'U N  A C TO  AD M IN ISTR A TIV O ' Q U E 

D E S C O N O C E  YA Q U E  PROVIENE D E ÍU N A  AUTORID AD DIFERENTE 

AL MUNICIPIO.' i ■ '

PRUEBAS í . ' ■ !
1 < ► * 
í

' * , / -r i  " ,

La demanda de llamamiento en garantía que sé encuentra aportada 

a su despachó y de la cual se descorrió el respectivo traslado por
^  t

parte del Municipio de Pasto.

S O LIC ITU D

Con los anteriores argumentos solicito a su señoría se decrete
i

probada la excepción previa de; inepta dem anda con las 

consecuencias jurídicas que de ello se,derivan.




